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Santiago, veintiséis de noviembre de dos mil veinticinco. 

Vistos: 

 Se reproduce el fallo en alzada, con excepción de 

sus motivos cuarto y quinto, que se eliminan.

Y se tiene en su lugar, y además, presente:

Primero: Que recurre de protección doña Irma Graciela 

Moraga  Ortega,  en  contra  de  Carabineros  de  Chile, 

impugnando  como  acto  ilegal  y  arbitrario  la  Resolución 

Exenta  N°110207/4070/2024,  dictada  por  la  Dirección 

Nacional  de  Personal  el  diez  de  octubre  de  dos  mil 

veinticuatro, que puso término anticipado a su designación 

a  contrata  por  la  causal  de  “no  ser  necesarios  sus 

servicios”, prevista en el artículo 57 N°7 de la Directiva 

del Personal Contratado por Resolución, pese a asistirle el 

principio de confianza legítima. 

Segundo: Que  la  decisión  antes  señalada  tuvo  como 

fundamento, de acuerdo a lo expresado por la recurrida en 

su  informe,  la  calificación  realizada  por  la  Comisión 

Médica  Central  de  Carabineros  de  Chile,  relativa  a  la 

condición de salud no apta que afectaría a la funcionaria, 

por patologías de origen traumatológico que imposibilitarán 

el desarrollo de las funciones que le fueron encomendadas.

Sostiene que el acto administrativo impugnado cumple 

con el requisito de expresar los antecedentes en que se 

sustenta la decisión de la autoridad, enfatizando, en este 

orden de ideas, que además se ajusta a la normativa que 
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regula este tipo de contratación, esto es, el artículo 7º 

de la Ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros 

de Chile, que reconoce a la Dirección General la facultad 

para  contratar  personal  que  desempeña  determinadas 

funciones en forma transitoria, y el artículo 57 Nº 7 de la 

Directiva  del  Personal  Contratado  por  Resolución  que 

establece dentro de las causales de término del contrato 

por resolución, la falta de necesidad de los servicios del 

contratado.

Tercero: Que más allá de la justificación esgrimida 

en  la  resolución  impugnada  para  poner  término  a  la 

prestación  de  los  servicios  contratados  por  resolución, 

ésta  carece  de  una  explicación  que  determine 

específicamente cómo es que los servicios de la contratada 

no son necesarios, sin que se satisfagan las exigencias de 

motivación  del  acto  administrativo,  vulnerando  los 

artículos  11  y  41  de  la  Ley  N°  19.880,  cuestión  que 

determina  su  ilegalidad,  lo  cierto  es  que  este  acto, 

además, es arbitrario, puesto que las razones expresadas en 

él no dicen relación con su motivación real.

En efecto, la autoridad sostiene que los servicios de 

la recurrente “no son necesarios”, porque la condición de 

salud dictaminada por la Comisión Médica Central le impide 

el desarrollo de las labores encomendadas en calidad de 

auxiliar de Contabilidad del Departamento de Administración 

y Finanzas. Así, es de suponer que la decisión se funda 
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precisamente  en  una  precaria  condición  de  salud  que 

determina que, por alguna razón que no se especifica, los 

servicios de la actora no son necesarios; sin embargo, la 

recurrida omite señalar las razones que justifiquen que las 

funciones para las que fue contratada por resolución, no 

son necesarias, cuestión que deja al descubierto que, en 

definitiva,  el  motivo  real  del  acto  administrativo  es 

distinto al expresado en él.

Cuarto: Que  siendo  cinco  los  elementos  del  acto 

administrativo, a saber la competencia, la forma, el fin, 

los motivos y el objeto, puede existir ilegalidad del mismo 

en  relación  a  cualquiera  de  ellos.  En  este  caso,  la 

ilegalidad se configura en relación al elemento fin del 

acto, lo que constituye un vicio que lo torna susceptible 

de anulación, siendo, por cierto, también arbitrario por 

los motivos expuestos.

Por  estas  consideraciones  y  lo  establecido  en  el 

artículo 20 de la Constitución Política de la República y 

Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre Tramitación 

y Fallo del Recurso de Protección, se revoca la sentencia 

de fecha veintiséis de marzo del año en curso dictada por 

la Corte de Apelaciones de Santiago y, en su lugar se acoge 

el recurso de protección interpuesto por doña Irma Graciela 

Moraga Ortega, en contra de Carabineros de Chile y, en 

consecuencia, se deja sin efecto la Resolución Exenta N° RA 

N° 110207/550/2024, de 3 de marzo de 2024, por lo que se 
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dispone que la recurrida deberá pagarle las remuneraciones 

desde que fue separada y hasta la expiración natural de la 

contrata ilegalmente interrumpida, esto es, hasta el 31 de 

diciembre de 2024. 

Regístrese y devuélvase.

Rol N° 12.357-2025.

Pronunciado  por  la  Tercera  Sala  de  esta  Corte  Suprema 

integrada por los Ministros (as) Sra. Adelita Ravanales A., 

Sr. Diego Simpértigue L. y Sr. Jorge Zepeda A. (s) y por 

las Abogadas Integrantes Sra. Pia Tavolari G. y Sra. María 

Angélica  Benavides  C.  No  firma,  no  obstante  haber 

concurrido  a  la  vista  y  al  acuerdo  de  la  causa,  el 

Ministros Sr. Simpértigue por estar con feriado legal. 
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En Santiago, a veintiséis de noviembre de dos mil veinticinco, se incluyó en
el Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.


		2025-11-26T15:04:14-0300


		2025-11-26T15:36:08-0300


		2025-11-26T15:04:15-0300


		2025-11-26T15:04:16-0300




